
 
La Uruca, San José, Costa Rica, viernes 05 de diciembre de 2011, n. 233 

RESOLUCIONES 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO 

DM-DVMA-082-2011.—San José, a las quince horas quince minutos del día siete de noviembre del dos mil 

once.—Delegación de firma para las liquidaciones de gastos de viaje de funcionarios públicos del Ministerio de 

Relaciones Exteriores y Culto, de conformidad con el artículo 9 del Reglamento de Gastos de Viaje y de 

Transporte para funcionarios públicos, Resolución (R-DC-92-2009) de la Contraloría General de la República, 

del diecinueve de noviembre del dos mil nueve. 

Considerando: 

1º—La Procuraduría General de la República en Dictamen N° 171 del 07 de agosto de 1995, dejó claramente 

establecido que los asuntos que son competencia exclusiva de los Ministros, pueden ser delegados, al respecto 

indicó: 

“(…) Lo anterior por dos órdenes de razonamientos: en primer lugar, ha quedado claramente establecido 

con fundamento en la doctrina que la delegación de firmas no importa en sí una transferencia de 

competencia, es decir, la potestad decisoria sobre el asunto que ha de ser suscrito por un funcionario 

público descansa en la cabeza de su titular. Lo que sucede en estos casos es que el requisito material de 

firmar (vid. artículo 134, inciso 2) de la Ley General de la Administración Pública) el acto administrativo 

correspondiente no lo realiza el órgano que tomó la decisión, sino otro al cual el titular de la competencia 

le confiere la potestad de suscribirlo en una especie de “representación”. Sin embargo, no existe duda de 

que en el fondo quien resuelve es aquel que delega la firma, de donde la competencia decisoria no ha 

sufrido alteración alguna. En segundo lugar, el mismo artículo 92 de la Ley General viene a receptar esa 

elaboración doctrinaria, pues es claro en establecer que el órgano delegado se circunscribe únicamente a 

firmar, de donde la resolución del asunto, y la consecuente responsabilidad, siguen en cabeza del titular 

de la potestad. 

Por ende, y desde la perspectiva de la Ley General de la Administración Pública, es dable afirmar que la 

delegación de firmas en materia de resoluciones es una potestad atribuida a los órganos decisorios de la 

Administración que, sin embargo, se encuentra ubicada en un lugar de dicho cuerpo normativo que regula 

un fenómeno distinto cual es la transferencia de competencias. La similitud que existe entre la delegación 

en sentido estricto y la que entraña el acto material de suscribir un determinado acto radica, en nuestro 

criterio, únicamente en el hecho de que existe un acuerdo del titular para que se proceda en tal sentido, de 

tal suerte que encarga a un subordinado una actuación determinada. Pero, mientras que en la delegación 

de firmas se encarga la realización de una formalidad atinente al acto mediante el cual se materializa la 

resolución de un asunto, en la delegación stricto sensu lo que se acuerda es la transmisión de la potestad 

decisoria, con todas las consecuencias y limitaciones que se prescriben en los artículos 84 y siguientes. 



Consecuentes con lo afirmado en el párrafo precedente, cabría afirmar que no existe, de principio, 

limitación alguna para que un Ministro delegue en un subordinado (y no necesariamente quien sea su 

inmediato inferior) la firma de las resoluciones que le correspondan, siempre entendiendo que en tal 

proceder quien toma la decisión es el delegante. Amén de ello, debe precisarse que, en caso de los 

Ministros como órganos superiores de la Administración del Estado (vid. artículo 21 de la Ley General) 

dicha “delegación” se circunscribe únicamente a la resolución de asuntos que sean competencia 

exclusiva y excluyente de ese órgano, es decir, que no impliquen competencias compartidas con el 

Presidente de la República en tratándose de funciones privativas del Poder Ejecutivo, pues, como 

prescribe el numeral 146 de la Constitución Política: “Artículo 146. Los decretos, acuerdos, resoluciones 

y órdenes del Poder Ejecutivo, requieren para su validez las firmas del Presidente de la República y del 

Ministro del ramo y, además en los casos que esta Constitución establece, la aprobación del Consejo de 

Gobierno. (...)” 

2º—Existe una diferencia sustancial entre la delegación en sentido estricto (artículos 89, 90 y 91 de la Ley 

General de la Administración Pública) y la delegación de firma (artículo 92 de la Ley General de la 

Administración Pública), la Procuraduría General de la República, en Opinión Jurídica 050-J del 29 de 

setiembre de 1997, doctrinariamente dejó claramente establecidas las diferencias entre los dos tipos de 

delegación toleradas por una autoridad superior en beneficio de las autoridades subordinadas, en los siguientes 

términos: 

“(...) La idea general de la distinción es la siguiente: una delegación de competencia implica, por 

voluntad de su autor, un auténtico traslado de competencia, de poder, a la autoridad inferior. Por el 

contrario, la delegación de firma no priva a la autoridad superior de su poder; transfiere simplemente a 

la autoridad subordinada el cometido material de la firma. Ahora bien, si las condiciones en las cuales se 

dan los dos tipos de delegaciones son en buena medida semejantes, sus efectos son muy diferentes.  

a) Las condiciones comunes. En primer lugar, la delegación no es posible si no existe un texto, legislativo 

o reglamentario, que permita concederla. Por ejemplo, el decreto de 23 de enero de 1947, modificado por 

el decreto de 19 de julio de 1968, ha autorizado a los ministros a delegar, mediante una simple orden y 

con ciertas condiciones, su firma a algunos de sus colaboradores. 

En segundo lugar, las delegaciones deben ser publicadas, al menos cuando las decisiones a las cuales se 

aplican deben ser oponibles respecto de terceros. 

Finalmente, ciertas delegaciones están en cualquier caso prohibidas: tal ocurre con aquellas que 

supongan una transferencia total de las atribuciones de la autoridad delegante a la autoridad delegada, o 

de aquellas que supongan la transferencia por parte de la autoridad superior, de poderes cuyo ejercido 

por dicha autoridad constituye una garantía en beneficio de los administrados. 

La mayor preocupación es evitar la alteración del orden de competencias que resultaría de reemplazar 

totalmente la autoridad superior por la inferior, evitando de este modo que sea burlada la ley que, en 

razón de las garantías que se pretendía dar a los administrados, exigía la intervención de la autoridad 

superior. 

b) Los efectos. Aquí los dos tipos de delegación se asemejan menos. En primer lugar, desde que se produce 

la delegación de competencia, la autoridad superior queda privada de la misma durante todo el tiempo 

que la delegación de competencia subsiste. En particular, la autoridad superior no puede avocar, es decir, 

pedir que le sea sometido un asunto determinado comprendido dentro de la delegación de competencia. 

Por el contrario, la delegación de firma no supone esta privación de competencia, sino solo una 

organización del cometido material de la firma, la cual en todo momento, y sin que sea necesario 

modificar la delegación, podrá derogar la autoridad superior. Es así como la autoridad superior podrá 

avocar un asunto particular y ordenar que tal asunto sea reservado a su propia firma. 

La segunda diferencia en los efectos consiste en que la delegación de competencia es una delegación 

consentida de modo abstracto, de autoridad a autoridad. Por consiguiente, si el titular de una u otra 

competencia cambia, la delegación de competencia subsiste, hasta tanto no sea revocada. 



Por el contrario, las delegaciones de firma se hacen in concreto, es decir, en razón de la personalidad, 

tanto del delegante como del delegado. Si, por tanto, se produce un cambio de identidad del delegante o 

del delegado, la delegación de firma cesa inmediatamente, a menos que una nueva delegación sea 

consentida por la nueva autoridad en beneficio del nuevo delegado. 

En último lugar, y esto tendrá importancia en el terreno contencioso, la delegación de competencia hace 

del delegado el autor real del acto, en tanto que en la delegación de firma la autoridad delegante 

mantiene el papel de autor real del acto.” (VEDEL, Georges, Derecho Administrativo, Madrid, Aguilar S. 

A. de Ediciones, Primera Edición, 1980, pp. 155-156) 

3º—El artículo 9 del Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos, regula la 

forma en que debe presentarse la liquidación de gastos de viaje e indica lo siguiente: 

“Artículo 9º—Formato de la liquidación de gastos. La liquidación de los gastos de viaje, de transporte y 

de otras erogaciones conexas, deberá hacerse detalladamente en formularios como los diseñados para ese 

fin por la Contraloría General de la República (anexos 1, 2 y 3), sin perjuicio de que cada administración 

activa utilice sus propios modelos y en el formato que mejor facilite su uso, tanto para el sujeto 

beneficiario como para aquella. En ellos se deben consignar, como mínimo los siguientes datos: 

a) Fecha de presentación de la liquidación. 

b) Nombre, número de cédula de identidad y puesto ocupado por el servidor que realizó el gasto. 

c) División, departamento o sección que autorizó la erogación, o, cuando se trate de viajes al exterior, el 

acuerdo respectivo. 

d) Motivo de la gira, con indicación clara del tipo de gestión realizada. 

e) Suma adelantada. 

f) Valor en letras de la suma gastada. 

g) Lugares (localidades) o países visitados, fechas, horas y lugares de salida y de regreso. 

h) Firmas del funcionario que realizó el viaje, del que lo autorizó y del encargado, en la unidad financiera o de 

tesorería del ente u órgano público, de recibir y revisar la liquidación. En el caso de la firma del funcionario 

que autorizó el viaje, para los efectos de este trámite, su firma puede ser delegada en cualquier funcionario de 

su elección...” (El resaltado no pertenece al original). . Por tanto, 

EL MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO, RESUELVE: 

Delegar en el señor Luis Fernando Salazar Alvarado, Viceministro Administrativo del Ministerio de Relaciones 

Exteriores y Culto, según acuerdo de la Presidenta de la República número 262-P del 12 de mayo del 2011, la 

firma de las liquidaciones de gastos de viaje de los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores y 

Culto. 

Publíquese.—J. Enrique Castillo Barrantes, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.—1 vez.—O. C. Nº 

11398.—Solicitud Nº 31275.—C-81920.—(IN2011089417). 

 


